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ANTECEDENTES
El usode la violencia ha constituido durante mu-
cho tiempo el método medianteel cual numerosas
sociedadeshan resuelto sus disputas. Sin embar-
go, el recursode la violencia sólo tiende a engen-
drar másviolencia. Los valores democráticosy la
observanciade los derechoshumanosson incapa-
cesde promoverse y sostenersedentro de una at-
mósfera de desorden y de actos retributivos. En
realidad, mientras que en muchos estadosse rea-
lizan elecciones libres y limpias, sepresentael in-
terrogante si estasconstituyen credenciales sufi-
cientesparadenominarlos como paísescon demo-
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cracias liberales. Se formula lo anterior en vista
de que ante la ausenciade un orden social pacífi-
co, los elementos esenciales de una democracia
liberal. igualdad y libertad, no puedenser ejerci-
dos por los ciudadanos.Además, si el gobierno no
sehalla limitado en sucapacidadparaejecutar es-
tas políticas mediante la constitución y mediante
el poder de la ley y, como tal, es responsablede
sus acciones, entoncessu capacidad para ejercer
su autoridad, especialmente frente a la crisis so-
cial, seve severamentedebilitada.
Dicho de otra manera, los gobiernos que carecen
de la voluntad política requerida, de la autoridad
institucional y del poder organizado para mante-
nerel orden, protegerlos derechoshumanosy pro-
curar el bienestarsocio-económico a susciudada-
nos, no solamente son deficientes, sino que más
bien hacenque el estadoseaincapaz de estar cla-
sificado dentro de una verdaderademocracia libe-
ral - hayan sido o no elegidos mediante eleccio-
neslibres y limpias. Generalmentesehaacordado
que la inestabilidad y la violencia resultan de la
pérdida que el estadoexperimenta del monopolio
de su fuerza física legítima, de la incapacidad de
realizar reformas sociales a través de canales le-
gales, de la corrupción, con proporciones epidé-
micas, que se presentaen muchas entidades ofi-
ciales y de la prevalencia de organizacionesy ac-
tividades "para-estatales". Por consiguiente, en
lugar de operar como debería,esdecir, ejerciendo
su poder coercitivo paramantenerel orden, el es-
tado puede multiplicar los factores de violencia
contra su propia vol untad.
La violencia constituye generalmente una expre-
sión de muchos fenómenos complejos política y
socialmenteentrelazados.Podemosconsideraraquí
la rivalidad partidista,el bandolerismopolítico, los
levantamientos campesinos,el bandolerismo y la.
"justicia" estataJy para-estatalo cualquier combi-
nación de los anteriores. En realidad, la violencia
puede tender a denotar un fenómeno específico,
algunasvecesconvirtiéndose en el agentehistóri-
.54. UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE MANIZAlES
co que reemplaza,de manera brutal, los métodos
pacíficos que permiten transformar una sociedad.
La violencia, o la amenazao el uso de la fuerza
física utilizados parahacerledañoaalguien o para
intimidar o privar a otros de susderechosha sido
usadaindiscriminadamente en numerosospaíses,
con propósitos políticos, sociales o económicos.
Factores tales como el cambio social rápido, la
pobreza generalizada y las altas tasasde desem-
pleo, que han fortalecido suspropias tasasde cri-
minalidad altas, incluyen también en la actualidad
el incremento meteórico del crimen organizado.
Además, muchos sistemaspolíticos ostentan una
tradición desermenosquedemocráticos.Losodios
partidistas que sehan vivido en los últimos siglos
en muchos paísesgeneralmente carecían de una
dirección central, aunquealgunas veceseran pro-
movidos por los funcionarios oficiales o por polí-
ticos con el propósito de intimidar la oposición.
Estas acciones frecuentemente se convertían en
oleadasde violencia sin sentido y representaban
un pasoretrogresivo significativo enel procesode
desarrollo social. La mayoría de las luchas que se
presentaronen las áreasrurales de muchos países
respecto a la reforma y al balancesocio-económi-
co de las tierras dejaron un legado que facilita la
generaciónde nuevosniveles de actividad violen-
ta. Esto ha generadoen la gente una concepción
axiológica baja respecto a la vida humana y con
una inclinación a recurrir a la violencia, másquea
la conciliación, como el primer argumento a es-
grimir en casode presentarseun conflicto.
Esta inclinación hacia la violencia ha llevado a
muchasadministraciones a situarseen posiciones
difíciles en lo concerniente al diseño de políticas
judiciales equitativas y factibles. La identificación
de la existencia de un problema y la necesidadde
solucionarlo constituyen solamente una parte de
la lucha que se ha de entablar para lograr una re-
forma. El gobierno puedeconvertirse en garante
de las estabilidad de las expectativas humanasen
todo cuanto seaposible. Cuando un gobierno está
trabajando bien, el proceso político resuelve el
conflicto de maneracontinua y discreta. No obs-
tante, cuando un gobierno es incapazde mantener
el orden social y consumar la legitimidad, la de-
mocracia es virtualmente imposible y el sistema
gubernamental comienza a fracturarse a lo largo
de líneaspersonaleso familiares, endonde lasper-
sonaso los partidos seenfrascanen una lucha por
la posición y el control sobrelos recursoscadavez
másescasos.
Los esfuerzos verdaderos tendientes a lograr un
sistemajudicial se ven, por consiguiente, nubla-
dos frecuentementepor afiliaciones partidistas en
las áreasde influencia de la vida política del país
las cuales abundan en conjunción con sistemas
inamovibles de relaciones patrón-cliente y de in-
teresescreados.Desafortunadamente,tal ambiente
constituye un imán que atrae los traficantes del
poder pri vado. Sepresume que esmucho más fá-
cil operar un sistemailegal o prescindir de un sis-
tema en donde falta el orden y en donde las insti-
tuciones se hallan minadas por el c1ientelismo y
por la corrupción. Una vezsehapresentadoel rom-
pimiento del institucionalismo, los eslabonesque
quedande la cadenade mando sededicana la ex-
torsión y al soborno.
Cuando los instrumentos de coerción quedan en
manosde grupos no gubernamentales,las comu-
nidadesseven sujetasa la acción de interesesaún
más arbitrarios y personalmente motivados. En
algunasregiones,muchosgrupos, incluyendo gru-
posinsurgentesy cartelesdedrogas,frecuentemen-
te proveen "servicios públicos" tales como aloja-
miento, educación y aún "justicia" a los ciudada-
nos, lo cual significa quehan reemplazadovirtual-
menteel estadoy la autoridad legítimamente cons-
tituida. No obstante, por muy magnánimas que
puedanparecerestasacciones,el hechoesquees-
tos líderes auto-nombrados no fueron elegidos
democráticamentepor el pueblo. Más bien, se in-
sinuaronellos mismos utilizando grandescantida-
des de dinero y continúan operando con relativa
impunidad como los señoresde los latifundios feu-
dales, con la ley de la "jungla" como la guía para
la provisión de su bondady de sujusticia.
Por consiguiente,mientrasque los ciudadanosque
vivenenestasregionessehallansujetosa unacons-
titución justa y bien estructuradaa nivel formal, a
nivel informal sehallan sujetosamuchasreglasar-
bitrarias tal como existenencualquier estadoauto-
ritario. La carenciade libertad y el temor por la se-
guridad personalque son las característicasde un
gobiernoautoritario conducena lo mismo, sóloque
la coerción seempleamáspor los gruposquepor el
gobierno. En consecuencia,esalgo onerosohablar
acercadel tipo de sistemadegobierno que tiene un
paíso de cómo su sistemajudicial debeser refor-
mado cuando el gobierno no tiene el monopolio
exclusivo del usodel poder.A pesardeesteproble-
ma, sepuedenrealizar muchoscambios en lo con-
cernientea la reforma de las instituciones judicia-
les de tal manera que funcionen efectiva y
eficientementecon el propósito de restaurarla paz,
el ordeny el buengobierno para la sociedad.
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CUÁL DEBE SER ENTONCES EL
PAPEL DE LAS INSTITUCIONES
JUDICIALES?
Cuando setrata de reformar las instituciones judi-
ciales es importante reconocer que ellas son sólo
partesde todo un sistema.Es decir, estasinstitu-
ciones no están solas y, por consiguiente, no son
independientesde los efectos deotros componen-
tesque también pertenecenal sistemadejusticia.
Ellas, por consiguiente, no puedenemprenderac-
tividades con el propósito de reformar suspropias
prácticas.Esteesespecialmenteel casocuandose
presenta la corrupción al interior de una entidad
judicial específica. En consecuencia, se requiere
una cierta forma de administración conjunta para
establecerlos objetivos comunes y para situar, de
manera efectiva, los recursos cuando éstos esca-
seany la criminalidad aumenta.
Un primer pasoimportante al revisar si las institu-
cionesencargadasdeadministrar justicia estánlo-
grandounaaplicación adecuadade lajusticia con-
sisteen determinar si estánevitando la aplicación
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arbitraria del poder grupal o personal. Las cortes
deben estar en capacidad de decidir, de manera
imparcial, los casosque seles asignany no deben
estar sujetasal controlo a la influencia indebida
por parte de la rama ejecutiva del gobierno. De
igual manera, no se debe destinar la policía para
determinar o para defender propósitos que se ha-
llen por fuera de su mandato legal como tampoco
debeestarencadenadaa limitaciones impropias en
susactividades de investigación y arresto de per-
sonassospechosasde violar la ley. Los programas
correccionales, de igual manera,no debenser uti-
lizados para encarcelar o controlar las personasa
quienes no se les ha encontrado culpables de ha-
ber transgredido la ley o quienes se hallan confi-
nadas injustamente por cualquier razón. En con-
secuencia,no bastaestablecery reformar un siste-
madejusticia, sino que también sedebecontrolar
las personasencargadasde controlar y vigilar el
funcionamiento del sistema.Uno de los retosmás
deletéreosque se presentaen este casoes la pre-
valenciade la corrupción, la cual degrada el siste-
ma de justicia de muchas manerasy no permite
que éste funcione eficientemente dentro de los
confines de la ley.
Un hechomuy importante entre las consideracio-
nesexistentes para establecery mantener funcio-
nando de manera efectiva un sistema de justicia
penal es la conciencia de que el requisito funda-
mental esel de proteger el público y de controlar
el comportamiento inadecuado,deunaparte,mien-
tras, que de otra parte, seasegurala libertad indi-
vidual y los derechosdel infractor. Por consiguien-
te, no son solamente la corrupción y la violencia
las que socavan el sistema de justicia penal en
muchos países,sino también una variedad de fac-
tores, muchos de los cuales son exógenosa la es-
tructura y objetivos de la sociedadcomo un todo.
Muchosdeestosobjetivos entranenconflicto unos
con otros y seprestanacontradicciones en lo con-
cernienteal sistemadejusticia penal. En realidad,
se ha enfatizado que el éxito de un sistema de
justicia dependeen gran partede los métodosque
emplea la sociedad para lograr los objetivos de
control social y de si estosmétodos son compati-
b~esunos con otros (Duffee et al., 1978:509).
Parecequeen muchos paísesvarias estrategiasse
hallan en conflicto unascon otras, especialmente
en lo referente a la disuasión y a la retribución.
Mientras que la necesidadde la disuasión ha au-
mentadoen muchasjurisdicciones desdela déca-
da de los setenta, la demandade retribución, sin
embargo,hasido relativamentedébil. Estosepuede
explicar mediante el hecho que la retribución
involucra la búsquedaactiva y el castigo de aque-
llos que infringen la ley. Los agentesde violencia
y del crimen quienesdeben sercastigadosson tan
efectivos en la intimidación y en el soborno a los
miembros del sistema judicial que el temor a la
violencia como también la prevalencia del perso-
nal corrupto tiende aalejar los esfuerzosdel siste-
ma respectoa la retribución y a acercarsede una
maneraretórica a la búsquedade la disuasión. Iró-
nicamente, debido a los extremos de violencia y
de corrupción que socavan la capacidaddel esta-
do paraenjuiciar a los criminales, un sistemaque
buscadescubrir las instancias y los agentesde la
actividad criminal tiene la posibilidad decontinuar
siendo débil - quizás solamente instigando más
violencia. En consecuencia,un sistemaque conti-
núa enfatizando en la disuasión contribuirá a que
el sistema de justicia criminal se vuelva más so-
fisticado. Enotraspalabras,un plan estructuralque
altere los resultados de los actos criminales, en
lugardeenfocarseenlos criminalesmismosseverá
menosinfluenciado por gruposcriminales especí-
ficos. De otras parte, los entesdejusticia deberán
verseinfluenciados, demaneracreciente, por gru-
posde toma de decisionesde alto nivel y por gru-
posde expertos.Obviamente, todas las formas de
criminalidad no puedenserpredecidasendetalle,
y enconsecuencia,las limitaciones constituciona-
les que pesan sobre el sistema deben asumirse
como cambios sociales.
En realidad, la implementación de técnicas retri-
butivas, cuando hansido empleadasrigurosamen-
te, han conducido frecuentemente a los fenóme-
nos de escuadrones de la muerte militares. y
paramilitares, los cuales realizan actos de violen-
cia.extrema. Las décadasde 1970 y 1980 fueron
testigos de cómo muchos gobiernos, de manera
creciente,acudíanal usode la fuerza y de técnicas
represivasejecutadasmásdemaneranooficial que
oficial. Las técnicas represivas reflejan aquellas
técnicas empleadaspor las organizacionescrimi-
nales e incluyen las amenazasanónimas, los se-
cuestros, las desapariciones,los asesinatosselec-
tivos y las masacrescolectivas. Claramente, en
aquellos paísesen dondeesmanifiesta la inclina-
ción hacia la violencia, la búsquedade un sistema
dejusticia altamentedependientede la retribución
conducirá solamente al resquebrajamiento de la
democracia, por ejemplo, no diferente al período
vivido en la Argentina bajo el régimen de las Jun-
tasdurante tres décadas.
De acuerdocon lo anterior, sele debedar unacon-
sideraciónextremaa la preservaciónde la ley. Este
compromiso engendraunavariedaddeconsecuen-
cias. La primera es que las violaciones a la ley
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deben ser castigadas,pero dicho castigo debees-
tar dentro de lo considerado por la ley. Es decir,
las políticas antiterroristas de las democracias li-
berales no deben comprender represalias contra
segmentosde la población de los cualessesospe-
cha simpatizan con quienes estánal margende la
ley. Por consiguiente, si los gobiernos democráti-
cos reaccionan contra la violencia utilizando la
fuerza de manera indiscriminada contra ciertos
segmentosde la población, no estánrecurriendo a
las mismas prácticas de los terroristas, sino que
estánconstruyendo,másquedebilitando, cualquier
clase de apoyo que el grupo al margen de la ley
pueda tener entre los miembros de la población.
Las declaracionesde la ley marcial y de las medi-
dasdeemergencia,por consiguiente, no tiendena
fortalecer la lucha contra la violencia. De igual
manera, las fuerzas de seguridad y las unidades
militares o depolicía, dadassusfunciones decom-
batir la violencia, deben ser monitoreadas estre-
chamenteparaasegurarque operandentro del es-
quema de la ley. Esto quiere decir qu.ese debe
mantenerel control civil en todas susactividades
a travésde la vigilancia legislativa y de las limita-
cionesjudiciales.
Existen aJmenos dos factores que contribuyen a
centrar la atención en el propósito social de las
diferentes instituciones pertenecientesal sistema
dejusticia penaly en laspolíticas relacionadascon
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dicho sistema. El primero consiste en mejorar la
eficiencia y la efectividad de la justicia penal en
términos generales,tratando de ver los programas
de "justicia penal" como un "sistema" que puede
ser administrado empleando los principios y las
prácticas en conjunción con cualquier empresa
corporada.Estorequieredenumerososrefinamien-
tos de las prácticas de los administradores dentro
de las instituciones dejusticia penaJ,incluyendo e
incrementandoel deseo,si no el requisito, dearti-
cular, para la consideración pública, lasdiferentes
estrategiaso enfoquesque sehanempleadoen las
organizaciones.Con respectoaestoscambiosdebe
presentarseuna "apertura" creciente del gobierno
en lo referentea proclamar el trabajo enel sistema
dejusticia penal y someterlo a la auditoría yrevi-
sión externas.A medida que los estadossedemo-
cratizan, esta tendencia se vería estimulada par-
cialmente por una demanda creciente, por parte
de la ciudadanía, de la responsabilidad en el go-
bierno. La articulación creciente de los derechos
ligados a la adquisición de información respectoa
las cuestionespúblicas y a la participación públi-
ca en cambios de políticas relacionados con los
programassociales haráque los gobiernos tomen
una actitud más "educativa" en sus acciones. La
participación de un público informado servirá so-
lamente para fortalecer las instituciones de justi-
cia penal otorgándoles credibilidad y legitimidad.
Las instituciones oficiales se ven frecuentemente
acompañadasde mucha frustración, confusión e
incertidumbre. Con frecuencia, un cambio en el
enfoque de la responsabilidadjurisdiccional re-
quiere una reevaJuaciónde las estructuras admi-
nistrativas y de gestión, lo cual determina tanto la
política como la praxis. Existen tres áreasque re-
quieren atención especial; en primer lugar, las ini-
ciativas de reforma se hallan sujetas con mucha
frecuencia adificultades procedimentalesquesur-
gende la ruptura o del conflicto entrejurisdiccio-
nes.En estecaso,el éxito de la iniciativa de refor-
ma se halla severamenteobstaculizado y se hace
necesarioque la autoridad legislativa seencargue
de dichas escisiones. En el segundo caso el pro-
blemadecosto-efectividad hadeterminadoque las
funciones y las jurisdicciones que se sobreponen
seandinamizadas y que la duplicación de esfuer-
zos seatomada en consideración en el momento
de emprender una reforma. En muchos casos la
división de la responsabilidadgenerauna"lucha"
sobre los escasosrecursos de tal manera que se
presentala entropía institucional. Este problema,
mas no la corrupción por si misma, genera una
dificultad seria de mala administración de los re-
cursosescasosatravésde la duplicación, la sobre-
posición de funciones, la falta de comunicación,
la ineficiencia, la inefectividad y la carenciadeuna
baseracional para la continuidad demuchasorga-
nizaciones.Finalmente,sele debeprestaratención
a la organización de lasentidadesjudiciales de tal
maneraque éstaslogren la compatibilidad máxi-
ma con las estructuras de autoridad que proveen
otros servicios de justicia. Los objetivos de cada
entidad deben ser consistentes con y apoyar los
objetivos y metasde otrasentidadesque sehallan
también al interior del sistemajudicial.
Por consiguiente, un elemento de importancia ca-
pital al efectuar la reforma de entidadesjudiciales
esel requisito consistenteen revisar los objetivos
a largo plazo con el propósito de evaluar las
implicaciones de estos factores. La reforma debe
ser administrada de manera eficiente, efectiva y
consistente. Esto requiere que las filosofías ope-
rantesen las entidadesjudiciales y las estrategias
resultantesdeban ser revisadasconsistentemente.
También esnecesarioque cadaentidad seorgani-
ce de tal maneraque asegurela integridad admi-
nistrativa a travésde líneasclarasdeautoridad, en
donde la responsabilidad para administrar la re-
forma seaconsiderada como una actividad inhe-
renteasociadaa los objetivos y estrategiasdel sis-
tema dejusticia penal como un todo.
Es importante especificar que el juicio referentea
si una reforma debe efectuarse o no dependeen
gran parte de las perspectivas ideológicas, teóri-
casy políticas de las personasencargadasde ase-
gurar la gobemabilidad. Cualquier evaluación de
las iniciativas de reforma dentro de las entidades
públicasesefectiva cuandodicha reforma setoma
en términos tanto de proceso como de resultado.
Con frecuencia es difícil establecerobjetivos fir-
mes y consistentes ya que el sistema de justicia
penal constituye una reflexión de los movimien-
tos y cambios en las actitudes sociales, las "pers-
pectivas profesionales" y las creencias políticas.
Por consiguiente, un peligro inherente al realizar
una reforma es el hecho que frecuentemente se
convierte en un método mediante el cual se retie-
nealgo a la luz de dichos movimientos y cambios
o seconvierte en un movimiento hacia algo que
ratifica los valores políticos, sociales,culturales u
organizacionales básicos, no obstante se puedan
presentarotros cambios de actitud y de creencias.
REVISTAANFORA .59.
Estosvaloresbásicosincluyen aspectostalescomo
el ejercicio administrativo de los recursos públi-
cos (costo-efectividad y costo-eficiencia), el evi-
tar el castigo cruel e poco frecuente (tratamiento
humanitario), el mantenimiento y la promoción
del respetopor la ley (igualdad en la aplicación de
la misma) y el derechoque tienen los ciudadanos,
en una sociedaddemocrática y libre, a determinar
los parámetrosdentro de los cualesel estadopue-
de realizar susintervenciones- incluyendo la con-
dición que el estadodebe ser responsablede sus
ciudadanos en lo referente a dichas intervencio-
nesdentro de dichos parámetros.
CONSIDERACIONES ETICAS
Al formular y alterar una política pública dentro
del ámbito de la justicia penal es necesarioconsi-
derar como pueden ser revisados y considerados
en la práctica los principios o los valores (ética).
Se debe encontrar el equilibrio entre los valores
sociales,especialmenteen lo referentea los dere-
chosdel individuo versusaquellos de la colectivi-
dad.En esteaspecto,la noción del contrato moral,
el cual considerala aplicaciónde los valoresy prin-
cipios moralesenel dominio del servicio público,
constituye el tema central. En dondequiera que
gruposdepersonasvivan encomunidad y particu-
larmentecuandoellos mismos seorganizanpolíti-
camentedentro de unas fronteras bien definidas,
articulan filosofías y principios como enunacons-
titución y poseen una ciudadanía que puede ser
identificada de alguna manera, entonces la
interacción existente entre todas estas personas,
particularmente entre los ciudadanoscorrientes y
las personaselegidaso seleccionadasparagober-
narlos, sepresenta la idea del contrato moral. Di-
cho contrato refleja ciertas expectativas que se
hallan por fuera del contexto de una ley positiva,
pero que en cierta manera dirigen la política so-
cial, y puedeserconsideradocomo la manerame-
diante la cual los partidos políticos se presentan
ellos mismos al electorado a través de sus plata-
formas y proyectos respecto a las políticas pro-
puestas.Estaspolíticas generalmentesepresentan
de tal maneraque tratan de preservar la fe dentro
del entendimiento de lo que aceptael público, al
igual que como el entendimiento de los límites de
la tolerancia pública. En consecuencia,cuando el
público respondenegativamentea las actividades
de los servidores públicos, por ejemplo, cuando
unjefe de gobierno haceusode su investidura ofi-
cial para obtener un beneficio personal, sedebe a
que tales acciones seconsidera como violaciones
del contrato moral. El contrato moral tiene que ver
con las expectativas respectoa los límites dentro
de loscualescualquierentidadgubernamentaldebe
operar.
Cuálesson los límites del contrato moral respecto
a las instituciones que constituyen el sistema de
justicia penal?Qué tan lejos puedellegar el estado
al confinar, castigaro investigar personasantesque
sehaya violado o transgredido el contrato moral?
Estaconstituye unaconsideración ética importan-
te cuando se trata de fortalecer las instituciones
«La articulación crecientede los derechosligados a la adquisición de infor-
mación respectoa ÚlS cuestionespúblicas y a la participación pública en
cambiosdepolíticas relacionados con losprogramas socialeshará que los
gobiernos tomen una actitud más "educativa" en susacciones,»
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«Cualquier evaluación de las iniciativas de reforma dentro de las
entidadespúblicas esefectiva cuando dicha reforma setoma en
términos tanto deproceso como de resultado.»
judiciales. Lo esde maneramuy particular desde
el punto devista dehacerel trabajo del gobierno y
especialmente,cuandodicho trabajo tiene quever
con la criminalidad y el mantenimiento del orden
social. Generalmente, se espera que el contrato
moral requiera credibilidad respectoa las limita-
ciones impuestaspor la ley y lasdemásregulacio-
nes.Sesupone,además,que los servidores públi-
cos no puedeninfringir la ley y debenser fieles al
contrato moral. Con baseen lo anterior, el contra-
to moral existe como un instrumento conservador
del control social. Dicho contrato trata de conser-
var y preservar el orden pacífico al proteger los
interesesdetodaslaspersonasensusinteracciones
unascon otras.Enconsecuencianosepermite que
nadallegue a los extremos. Sesuponeque la com-
prensiónde lajusticia implícita enel contratomoral
mantienela interacción entre los gobernantesy los
gobernadosdentro de parámetrosrazonables.
La ley noprovee,por símisma, loselementosprác-
ticos del contrato moral. Este contrato se refleja
parcialmente en la ley y en la filosofía social y en
las políticas públicas. Los códigos específicos de
éticaemergenfuera deesteambiente. Los códigos
deética no constituyen necesariamentepartede la
ley positiva sino más bien que son afirmaciones
de expectativas profesionales. Cuando un profe-
sional seve comprometido en el control de activi-
dadeso con comportamiento intrusivo con otras
personas, actúa de tal manerade acuerdocon su
entendimiento de la ética, el cual se formula fre-
cuentementeen un código escrito. Ya que los có-
digos deética sonconservadoresensutono, gene-
Talmenteidentifican los parámetros de conducta
dentro de los cuales seestructura la responsabili-
dad y sedirimen los conflictos.
La elaboración de estándaresde práctica puede,
por consiguiente, fortalecer el sistemade justicia
penaly contribuir a definir los parámetrosrespec-
to al comportamiento aceptablede los empleados
enestasorganizaciones.Mientrasqueéstosnosean
necesariamentereglasque limiten la capacidadde
las personasparaactuaradiscreción, sirven como
pautasparael comportamiento corporado, paralos
estándaresde práctica profesional, para los códi-
gos de conducta, para las reglas de procedimien-
tos y para todos aquellos aspectos que reflejen
consideracioneséticas.
Existen muchos factores que determina como se
establecenestosestándareso códigos.Uno deellos
lo constituyen los acuerdos internacionales. Por
ejemplo, las NacionesUnidas handesarrollado un
conjunto de estándarespara el tratamiento de los
transgresoresuna vez sehallen bajo la acción del
sistema de justicia penal. Estas pautas han sido
utilizadas enmuchos paísescomo guíasgenerales
respectoa las condiciones que se debenobservar
en el cuidado y mantenimiento de dichos
transgresores.
CONCLUSIóN
En su concepción más básica, el gobierno existe
con el propósito de mantenerel orden a travésdel
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uso selectivo de la fuerza. Si esto no sepuede lo-
grar, entoncesla ley, y por consiguiente, muchas
formas de coerción, podrían ser tomadas en las
manosde comerciantes privados del poder quie-
nes son lo suficientemente inteligentes y podero-
sosparaasumir el control de la situación. El resul-
tadode la coerción ejercida por entidadesdiferen-
tesa las gubernamentalesconstituye generalmen-
te un rompimiento del orden.Dicho resultado,con
mucha frecuencia, se demuestrapor la actitud de
desdeñocompleto respectoa todaslasoperaciones
gubernamentalesy respectoa sucapacidadparasa-
tisfacer los requerimientos básicostales como el
mantenimientodel ordenen la sociedad.En un in-
tentopor restaurarla legitimidad, los gobiernoshan
recurrido,demaneraerrónea, al empleode la coer-
ción de maneracreciente con el propósito de re-
ganarel control social. El mantenimientoy el forta-
lecimiento de la autoridady la integridadde las ins-
titucionesjudiciales sonhechosesencialesparaevi-
tar estasituación. La autoridadde las instituciones
judiciales debegenerarrespetotantodemanerasim-
bólica como en la práctica. Si las instituciones tie-
nen una fundamentación de apoyo sólida, pueden
asegurarel respetoque necesitanpor partedel pú-
blico para así luchar contra el crimen. El público
otorgará la libertad de justicia Paralograrlo sin la
necesidadsentidade la crítica y la sospechaconti-
nuas.Porconsiguiente,en los paísesendondeexis-
te la preocupaciónpor el funcionamiento de lasen-
tidadesjudiciales, requierentambiénde la confian-
za para atender las percepcionestanto simbólicas
como operacionales.Si el público percibe que las
institucionessehantomadomásefectivasy eficien-
tes,entoncesselogran resultadosverdaderostanto
operacionalescomo simbólicos. En consecuencia,
si las institucionesjudiciales determinansusvalo-
ressocialessubyacentesy seve claramentequedi-
chosvaloresseadhierenasusoperacioneshabitua-
les, entoncessegeneraráel respeto-por la integri-
dady la autoridad.
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